




















La Fiscalía 4 de Lomas de Zamora, a pesar de ser una 

fiscalía especializada en violencia institucional, no 

aplicó ninguno de los protocolos ni reglas debidas. 

Todo lo contrario: sólo orientó la investigación sobre 

la responsabilidad de las propias víctimas e intentó 

cerrar la causa a los pocos días de ocurrido el hecho.

Cinco años después la causa fue elevada a juicio, pero sólo 
fueron imputados cinco policías de bajo rango y por un delito 

menor, la conducta negligente de haberles permitido a los 

detenidos contar con encendedores en los calabozos. 

Las pruebas y los testimonios de los policías demuestran 

que los máximos funcionarios del Ministerio de Seguridad 

son responsables por incumplir las exigencias previas de 

la justicia. El ex ministro de Seguridad, Cristian 

Ritondo, y el ex jefe de la Policía, Fabián Perroni, fueron 

notificados administrativa y judicialmente del estado de 

hacinamiento, la falta de colchones ignífugos y las 

clausuras dispuestas. 






